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I. DATOS DE LA PETICIÓN  

Parte peticionaria: Bajo reserva de identidad1 
Presunta víctima: Esteban Braulio Bravo 

Estado denunciado: Argentina 

Derechos invocados: 

Artículos 5 (integridad personal), 11 (honra y dignidad), 17 
(protección a la familia), 24 (igualdad ante la ley), 27 (suspensión 
de garantías) de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos2, en relación con su artículo 1.1 (obligación de respetar 
los derechos); el artículo 18 del Protocolo Adicional a la 
Convención americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San 
Salvador) 3 ; y los artículos 1, 2, y 4 de la Convención 
Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad 

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH4 

Presentación de la petición: 28 de octubre de 2011 
Notificación de la petición al Estado: 22 de junio de 2016 

Primera respuesta del Estado: 4 de enero de 2017 
Observaciones adicionales del 

peticionario 22 de agosto de 2017 

III.  COMPETENCIA  

Competencia Ratione personae: Sí 
Competencia Ratione loci: Sí 

Competencia Ratione temporis: Sí 

Competencia Ratione materiae: Sí, Convención Americana (depósito de instrumento de 
ratificación realizado el 5 de septiembre de 1984) 

IV.  DUPLICACIÓN DE PROCEDIMIENTOS Y COSA JUZGADA INTERNACIONAL, 
CARACTERIZACIÓN, AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS Y PLAZO DE PRESENTACIÓN 

Duplicación de procedimientos y 
cosa juzgada internacional: No 

Derechos declarados admisibles: 

Artículos 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales), 24 
(igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención 
Americana, en relación con sus artículos 1.1 (obligación de 
respetar los derechos) y 2 (deber de adoptar disposiciones de 
derecho interno) 

Agotamiento de recursos internos o 
procedencia de una excepción: Sı́, el 19 de abril de 2011 
Presentación dentro de plazo: Sí 

 

                                                                                 
1 Por solicitud expresa de la peticionaria, mediante comunicación de fecha 28 de octubre de 2011, se mantiene en reserva el 

nombre de la parte peticionaria en los términos del artículo 28.2 del Reglamento de la CIDH. 
2 En adelante “la Convención” o “la Convención Americana”. 
3 En adelante, “el Protocolo de San Salvador”. 
4 Las observaciones de cada parte fueron debidamente trasladadas a la parte contraria. El 6 de febrero de 2018 la parte 

peticionaria presentó a la CIDH un escrito de pronto despacho solicitando que la CIDH emitiera su decisión en el caso. 
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V.  HECHOS ALEGADOS  

1. La peticionaria manifiesta que el señor Esteban Braulio Bravo padece de una discapacidad 
mental permanente a consecuencia de las lesiones físicas y psicológicas sufridas durante una revuelta suscitada 
en el Instituto de Seguridad y Resocialización, Unidad 6. Detalla que el Sr. Bravo sufrió de lesiones y amenazas 
de muerte por parte de los internos, así como de varias contusiones al reestablecerse el orden por acciones de 
sus compañeros. La peticionaria expresa que debido a este suceso el Sr. Bravo fue diagnosticado con síndrome 
de estrés postraumático mismo que lo incapacitó para seguir trabajando, viéndose obligado al retiro. La 
peticionaria alega que el Estado argentino vulneró entre otros, sus derechos a la igualdad ante la ley y a no ser 
discriminado, debido a la negativa del Estado a indemnizar al Sr. Bravo por la discapacidad mental sufrida en 
el ejercicio de sus funciones, aduciendo que la normativa interna le impide acceder por la vía civil a una 
indemnización por accidentes de trabajo, a la cual tienen derecho el resto de los trabajadores en Argentina. 

2. La peticionaria detalla que el 21 de febrero de 1997 durante un motín ocurrido dentro de las 
instalaciones de la Unidad 6 del Instituto de Seguridad y Resocialización, un grupo de internos armados con 
elementos punzocortantes tomaron a varios agentes como rehenes, entre ellos el Sr. Bravo, quien fue privado 
de la libertad, golpeado y amenazado de muerte. Además, manifiesta que los guardias del centro penitenciario, 
al reprimir a los internos, hirieron en varias ocasiones al Sr. Bravo con balas de goma. Indica que a consecuencia 
de ese suceso el Director Nacional del Servicio Penitenciario Federal, habría dispuesto el retiro del Sr. Bravo el 
15 de abril de 1999, debido a una incapacidad mental que lo inhabilitaba para continuar en las funciones del 
ámbito penitenciario, sustentando dicha decisión en prueba pericial médica, que concluía que el Sr. Bravo 
habría padecido de una incapacidad mental total y permanente, diagnosticándolo con trastorno de estrés 
postraumático.  

3. A consecuencia de la discapacidad mental y el retiro del Sr. Bravo, la peticionaria interpuso 
una demanda indemnizatoria en contra del Servicio Penitenciario Federal, reclamando la indemnización por 
los daños y perjuicios sufridos por la presunta víctima a raíz de los hechos ocurridos el 21 de febrero de 1997. 
Mediante sentencia de 22 de agosto de 2007, el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal, declaró parcialmente el pago de la indemnización solicitada. No obstante, mediante sentencia de 19 de 
marzo de 2009, los Jueces de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 
revocaron la sentencia sustanciando la resolución bajo la doctrina del caso “Azzetti-Aragon”, según el cual, el 
derecho común no resulta aplicable cuando la lesión es el resultado de una mera consecuencia del 
cumplimiento de misiones específicas por parte de elementos de la fuerza de seguridad del Estado.  

4. En contra de dicha sentencia, la peticionaria en representación del Sr. Bravo, interpuso un 
recurso extraordinario, por lo que mediante sentencia de 19 de abril de 2011, la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación confirmó la sentencia apelada. La peticionaria alega que la sentencia emitida por la Corte Suprema 
establece que en todos aquellos casos en que los integrantes de fuerzas armadas y de seguridad sufren algún 
tipo de accidente calificado “en y por acto de servicio” y que les ocasiona algún tipo de discapacidad, genera la 
imposibilidad de obtener una indemnización por la vía civil, generando con ello un trato desigual entre civiles 
y funcionarios de la fuerza del Estado. Alega, por tanto, que ha existido una vulneración a los derechos de la 
presunta víctima al rechazarse el recurso de indemnización por las lesiones resultantes en el cumplimiento de 
funciones como miembro de las fuerzas de seguridad, en base a un criterio jurisprudencial utilizado para 
resolver las demandas de indemnizaciones por lesiones ocurridas en un contexto bélico. 

5. El Estado, por su parte, aduce que hubo extemporaneidad en el traslado de la petición; 
asimismo, que la petición es inadmisible debido a que los hechos planteados por la peticionaria no configuran 
violaciones a los derechos garantizados en la Convención Americana. Alega que el Sr. Bravo pudo acceder a 
todos los recursos dispuestos por la jurisdicción interna, por lo que, de pronunciarse, la Comisión estaría 
actuando como un órgano cuasi-judicial de cuarta instancia. Además, indica que el hecho de no haber obtenido 
una decisión a favor de la parte peticionaria no configura violación alguna a las garantías previstas en la 
Convención Americana; y que, por el contrario, el Estado respetó los procesos por daños y perjuicios iniciados 
por la presunta víctima, mismos que se ajustaron al debido proceso. 
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6. Por último, el Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible con fundamento en el 
artículo 47(b) de la Convención Americana debido a que, a su juicio, los hechos alegados por la peticionaria no 
caracterizan una violación a los derechos garantizados por la Convención. 

VI. ANÁLISIS DE AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS Y PLAZO DE PRESENTACIÓN  

7. Los peticionarios alegan haber interpuesto una demanda civil por daños y perjuicios ante el 
Tribunal de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal, que en primera instancia fue acogida 
parcialmente, otorgándole un monto indemnizatorio al Sr. Bravo. En segunda instancia, la demanda 
indemnizatoria fue rechazada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal. 
Posteriormente, la presunta víctima interpuso un recurso federal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
misma que confirmó la decisión de la Cámara de Apelaciones en base a los mismos fundamentos. El Estado, por 
su parte, no presenta alegatos respecto de los requisitos de agotamiento y plazo de presentación.  

8. En el presente caso la Comisión observa, a los efectos del análisis de admisibilidad, que la 
presunta víctima agotó todas las instancias judiciales disponibles a nivel interno y; por tanto, la petición cumple 
con el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención. En relación con el cumplimiento del 
requisito de plazo de presentación, la Comisión observa que la petición fue presentada dentro del plazo de seis 
meses, contados a partir de la fecha de notificación de la decisión final que agotó la jurisdicción interna, 
efectuada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el recurso federal extraordinario el 19 de abril de 
2011, cumpliendo con el requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención.  

9. Por último, respecto al alegato del Estado sobre la demora entre la presentación de la petición 
y su traslado al Estado, la Comisión advierte que ni la Convención Americana ni el Reglamento de la Comisión 
establecen un plazo para el traslado de una petición al Estado a partir de su recepción, y que los plazos 
establecidos en el Reglamento y en la Convención para otras etapas del trámite no son aplicables5. 

VII. ANÁLISIS DE CARACTERIZACIÓN DE LOS HECHOS ALEGADOS 

10. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden 
caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o 
si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) de 
dicho artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el 
fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición 
establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero 
no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis 
primario, que no implica prejuzgar sobre el fondo del asunto6. 

11. Así, en vista de los elementos de hecho y de derecho presentados y la naturaleza del asunto 
puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que, de ser probados, los alegatos relativos a la supuesta 
discriminación sufrida por la presunta víctima en su calidad de miembro de las fuerzas de seguridad y 
vulneración de sus derechos a las garantías judiciales y debido proceso por haber sido presuntamente 
impedidos de acceder al sistema indemnizatorio del derecho común, podrían caracterizar violaciones a los 
derechos protegidos en los artículos 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales), 24 (igualdad ante la ley) 
y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con sus artículos 
1.1 (obligación de respetar los derechos) y 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno)7.  

12. En cuanto al reclamo sobre la presunta violación a los artículos 11 (honra y dignidad), 17 
(protección a la familia) y 27 (suspensión de garantías) de la Convención Americana; la Comisión observa que 

                                                                                 
5 CIDH, Informe No. 20/17, Petición 1500-08. Admisibilidad. Rodolfo David Piñeiro Ríos. Argentina. 12 de marzo de 2017, párr. 
6  CIDH, Informe No. 69/08, Petición 681-00. Admisibilidad. Guillermo Patricio Lynn. Argentina. 16 de octubre de 2008, párr. 48. 
7 Esta decisión de la Comisión Interamericana es consistente con otras decisiones recientes relativas a casos similares en 

Argentina, como por ejemplo el reciente: Informe No. 271/20. Petición 1619-13. Admisibilidad. Gustavo Ángel Farías. Argentina. 12 de 
octubre de 2020. 
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los peticionarios no han ofrecido alegatos o sustento suficiente que permita considerar prima facie su posible 
violación.  

13. Respecto a los alegatos del Estado referidos a la fórmula de cuarta instancia, la Comisión 
reitera que, a los efectos de la admisibilidad, esta debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una 
violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es 
’manifiestamente infundada’ o es ‘evidente su total improcedencia’, conforme al inciso (c) de dicho artículo. El 
criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una 
petición. Asimismo, dentro del marco de su mandato es competente para declarar admisible una petición 
cuando ésta se refiere a procesos internos que podrían ser violatorios de derechos garantizados por la 
Convención Americana. En este sentido, la CIDH al admitir una petición no pretende suplantar la competencia 
de las autoridades judiciales domésticas. Sino que dentro del marco de su mandato sí es competente para 
declarar admisible una petición y fallar sobre el fondo cuando ésta se refiere a procesos internos que podrían 
ser violatorios de derechos garantizados por la Convención Americana. 

VIII.  DECISIÓN 

1. Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos 5, 8, 24 y 25 de la 
Convención Americana, en concordancia con sus artículos 1.1 y 2; 

2. Declarar inadmisible la presente petición en relación con los artículos 11, 17 y 27 de la 
Convención Americana; y 

3. Notificar a las partes la presente decisión; continuar con el análisis del fondo de la cuestión; y 
publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

Aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  a los 6 días del mes de marzo de 2021.  
(Firmado): Joel Hernández, Presidente; Antonia Urrejola, Primera Vicepresidenta; Esmeralda E. Arosemena 
Bernal de Troitiño, Julissa Mantilla Falcón y Stuardo Ralón Orellana, Miembros de la Comisión.  

 


